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Legislació n 
Por Cecilio Molina Hernández, profesor adjunto de Derecho mercantil de la  
Universidad CEU-San Pablo. 
 

  
Normativa estatal   
 
Resolución de 27 de junio de 2019, de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, sobre medidas de intervención de producto relativas a opciones 
binarias y contratos financieros por diferencias. 
 
Las opciones binarias (en adelante OB) y los contratos financieros por diferencias (en adelante 
CFD) son instrumentos financieros especialmente complejos, que se caracterizan 
fundamentalmente por su complejidad y riesgo alto, y por su elevada volatilidad a corto plazo. 
En el caso de los CFD se trata además de instrumentos con apalancamiento en los que el 
inversor puede incurrir en pérdidas superiores al importe inicialmente desembolsado. 
 
Los CFD y las OB son productos que generalmente se ofrecen a los inversores minoristas a 
través de plataformas de negociación electrónica, sin la provisión de los servicios de 
asesoramiento en materia de inversión o de gestión de cartera. La evaluación de la 
conveniencia que exige la normativa vigente permite al cliente realizar la inversión, previa 
realización de las advertencias correspondientes, incluso en los casos en que no haya 
proporcionado información suficiente sobre sus conocimientos y experiencia, así como cuando 
el intermediario haya concluido que el producto no es adecuado para el inversor. 
 
Por la dificultad de comprensión de sus características y de sus riesgos, estos productos no 
resultan adecuados para la mayoría de los clientes minoristas y, por lo tanto, no deben 
comercializarse de forma generalizada entre ellos. Frecuentemente los precios, los costes y las 
condiciones de negociación de los CFD y las OB no son suficientemente transparentes, lo que 
perjudica la capacidad de los inversores minoristas para comprender adecuadamente los 
términos de los productos y para poder evaluar el rendimiento esperado de los mismos y los 
riesgos asumidos. 
 
En la comercialización de estos productos los intermediarios suelen poner énfasis en los 
aspectos positivos, concediendo una menor relevancia en el mensaje a la información sobre 
los riesgos y sobre su complejidad. Se han identificado campañas de marketing engañosas, 
estrategias de comercialización agresivas y prácticas inapropiadas (beneficios comerciales para 
atraer y alentar la inversión en estos productos, concesión de regalos, comisiones reducidas, 
etc.), que actúan desviando la atención sobre la naturaleza de alto riesgo de los productos. 
Además, la promoción de estos productos, a través de acuerdos de patrocinio con equipos 
deportivos muy populares y la difusión de mensajes comerciales engañosos en los medios de 
comunicación y a través de páginas web, pretende dar a conocer y generar una demanda de 
estos productos entre los clientes minoristas, cuando por su complejidad y riesgo no son su 
público objetivo. 
 
Las OB permiten realizar una apuesta sobre el movimiento a corto plazo del precio de uno o 
más activos subyacentes, expresada en términos de dos escenarios predefinidos, y no 
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responden por lo tanto a ninguna necesidad genuina de inversión para los inversores. 
Generalmente las OB tienen un vencimiento muy reducido y su finalidad es puramente 
especulativa. Al ser instrumentos financieros que presentan características más próximas a los 
juegos de azar que a las inversiones financieras, las OB contribuyen a crear comportamientos 
adictivos entre los inversores. 
 
El apalancamiento es el factor que más contribuye a que gran parte de los clientes minoristas 
desconozcan el elevado riesgo a que se encuentran expuestos cuando invierten en CFD. Ello es 
así porque aumenta la probabilidad de que el inversor no disponga de garantías suficientes 
para mantener sus posiciones abiertas ante fluctuaciones en los precios de los subyacentes, 
por lo que se produce frecuentemente el cierre automático de sus posiciones y pérdidas que 
exceden los importes desembolsados por los clientes en concepto de garantía. 
 
Asimismo, el apalancamiento también dificulta la comprensión por parte del inversor del 
impacto en el rendimiento previsible de las comisiones y de los diferenciales que soporta, ya 
que estos suelen aplicarse sobre el importe nocional de la operación y no sobre las garantías 
entregadas por el cliente. 
 
Ante este escenario, un gran número de autoridades nacionales competentes, y entre ellas la 
CNMV, han venido expresando su preocupación por el crecimiento de la distribución de los 
CFD y las OB al segmento de clientes minoristas, a pesar de tratarse de productos complejos e 
inadecuados para la gran mayoría de los mismos. Tanto ESMA como la CNMV han realizado 
varias advertencias dirigidas a los inversores destacando los riesgos y la elevada probabilidad 
de que los clientes sufran pérdidas cuando invierten en estos instrumentos financieros. En el 
caso de la CNMV además se han adoptado diversas medidas para abordar estas 
preocupaciones. 
 
De forma paralela al desarrollo de estas iniciativas, la CNMV ha formado parte, junto con otras 
autoridades nacionales competentes, del grupo de trabajo creado por ESMA en 2015 para 
supervisar la comercialización de estos productos y promover planteamientos homogéneos de 
supervisión en la Unión Europea. Una vez finalizado el análisis detallado que se ha venido 
realizando sobre la comercialización de CFD y OB desde la constitución del grupo de trabajo, 
tanto ESMA como las autoridades nacionales concluyeron que en la actualidad continúa 
existiendo una notable preocupación por la protección de los inversores respecto a la 
comercialización a los clientes minoristas de estos instrumentos financieros. Concretamente, 
ESMA recabó información sobre estudios específicos realizados por las distintas autoridades 
nacionales competentes, entre ellas la CNMV, sobre los resultados de clientes minoristas que 
invierten en CFD, cuyas conclusiones mostraron que entre un 74 % y un 89 % de los inversores 
pierden dinero cuando operan con CFD. 
 
El 3 de enero de 2018, con la entrada en vigor del Reglamento (UE) n.º 600/2014 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativo a los mercados de 
instrumentos financieros, los poderes de ESMA y de las autoridades competentes se han visto 
ampliados con un mecanismo explícito que permite, supeditado al cumplimiento de 
determinadas condiciones específicas, prohibir o restringir la comercialización, distribución y 
venta de cualquier instrumento financiero que suscite una preocupación significativa en 
cuanto a la protección del inversor. 
 
Haciendo uso de esta nueva facultad y para dar respuesta a la preocupación existente respecto 
a la comercialización de CFD y OB a los clientes minoristas, el 22 de mayo de 2018 ESMA 
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adoptó la decisión de prohibir la comercialización, distribución o venta de OB a los inversores 
minoristas en la Unión Europea desde el 2 de julio de 2018 y la decisión de restringir la 
comercialización, distribución o venta de CFD a los inversores minoristas en la Unión Europea a 
partir del 1 de agosto de 2018. Estas decisiones, tomadas de conformidad con el artículo 40 del 
Reglamento (UE) n.º 600/2014, prevalecen sobre cualquier medida desarrollada previamente 
por las autoridades competentes, se aplicarán temporalmente durante un período de tres 
meses desde su entrada en vigor. ESMA ha procedido a renovar en tres ocasiones dichas 
medidas al considerarse que persiste una preocupación significativa por la protección de los 
inversores. 
 
Por las razones que se han expuesto anteriormente, la CNMV considera igualmente que en la 
actualidad persiste una notable preocupación por la protección de los inversores respecto a los 
CFD y las OB que se ofrecen a los clientes minoristas. La CNMV comparte plenamente las 
Decisiones adoptadas por ESMA y considera que el poder de intervención de productos es la 
herramienta más adecuada para abordar estos problemas y garantizar que los inversores 
minoristas de la Unión Europea cuenten con un nivel de protección común. 
 
Con la finalidad de dotar de estabilidad a las decisiones adoptadas por ESMA, la CNMV 
considera conveniente adoptar una resolución que permita la implementación de las mismas 
en España de manera indefinida, sujeta a revisión si se modificasen las circunstancias de 
mercado, y que clarifique su forma de aplicación en el contexto de nuestro marco normativo, 
especialmente su interacción con la Circular 1/2018, de 12 de marzo, de la CNMV, sobre 
advertencias relativas a instrumentos financieros. 
 
Las medidas propuestas por la CNMV en esta resolución coinciden con las adoptadas por ESMA 
por lo que cumplen los requisitos previstos en el artículo 42 del Reglamento (UE) n.º 600/2014 
para su adopción, incluyendo la evaluación de los criterios y factores previstos en el artículo 21 
del Reglamento Delegado (UE) n.º 567/2017, tales como la existencia de una preocupación 
significativa por la protección del inversor, la no existencia en la legislación de otras respuestas 
alternativas que sean suficientes para atajar el problema, la proporcionalidad de la medida y 
su efecto no discriminatorio. La CNMV ha tenido en cuenta todos los argumentos expuestos en 
las Decisiones de ESMA, así como la experiencia supervisora de otras autoridades nacionales 
competentes también expuesta en dichas Decisiones. 
 
Por lo que respecta a la consulta a los organismos públicos competentes en materia de 
supervisión, gestión y regulación de los mercados agrícolas físicos a tenor del Reglamento (CE) 
n.º 1234/2007, según establece el apartado f del artículo 42.2 del Reglamento, puesto que 
ESMA realizó dicha consulta sin que hubiera ninguna objeción ni comentarios por parte de 
organismos públicos competentes españoles, la CNMV no ha considerado necesario realizar 
una nueva consulta a este respecto, concluyendo que no existe una amenaza grave para la 
integridad y funcionamiento ordenado del mercado agrícola físico. 
 
Con carácter previo a la implantación de las medidas recogidas en esta resolución, la CNMV ha 
cumplido con el requisito de comunicación de las mismas a ESMA y al resto de autoridades 
competentes para su conocimiento, al menos un mes antes de su entrada en vigor. 
 
Estas medidas serán de aplicación a toda la actividad de comercialización, distribución y venta 
de estos productos a clientes minoristas residentes en territorio español, independientemente 
de la procedencia de la entidad que comercialice y distribuya estos productos o la existencia o 
no de sucursal en España. Asimismo, serán de aplicación a las entidades españolas que 
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comercialicen, distribuyan o vendan estos productos en otros Estados miembros de la Unión. 
En caso de que las entidades estén sujetas a esta resolución y a medidas de intervención de 
otro Estado miembro y estas difieran entre sí, serán de aplicación aquéllas que sean más 
estrictas. 
 
Esta resolución, al igual que establece la Decisión de ESMA, considera que los CFD 
incluyen, inter alia, los contratos de divisas al contado (rolling spot forex) y las apuestas sobre 
diferenciales financieros, estén o no negociados en un mercado. Asimismo, los warrants y 
turbos no están dentro del ámbito de aplicación, pero no están explícitamente excluidos los 
derivados titulizados que son CFD. 
 
Por lo que respecta a la interacción de las medidas establecidas en la presente resolución con 
la Circular 1/2018 de la CNMV, se mantendrá la exigencia de recabar el texto manuscrito o 
grabación verbal del cliente minorista, para al menos las dos primeras operaciones de apertura 
de posición, de acuerdo con la mencionada Circular, que deberá acompañar o deberá teclearse 
junto al nuevo texto de la advertencia que se recoge en esta resolución, que sustituye el texto 
previsto en la Circular para el caso de los CFD. Mediante la presente resolución, se extiende 
esta exigencia de recabar del cliente el texto manuscrito o grabación verbal a las entidades que 
operen bajo la libre prestación de servicios en España. 
 
Por último, la CNMV considerará una buena práctica que las entidades establezcan una política 
de determinación de garantías adicionales adecuada, de forma que los inversores puedan ser 
advertidos antes de alcanzar el umbral del 50 % de la garantía inicial que establece la 
obligación de cierre de posición y puedan, por tanto, aportar las garantías adicionales o, en su 
caso, cerrar la posición, antes de alcanzar dicho umbral. 
 
Ver documento 
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Normativa autonómica 
 
Comunidad Foral de Navarra 

 
Ley Foral 21/2019, de 4 de abril, de modificación y actualización de la 
Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra o Fuero Nuevo 
 
La actualización del Fuero Nuevo mediante su apertura y acercamiento a la realidad social 
navarra como objetivo de la presente ley foral. 
 
La Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra o Fuero Nuevo constituye un texto completo 
que contiene disposiciones relativas a todas las materias en que tradicionalmente se ha 
dividido el derecho civil o privado: persona, familia, sucesiones, propiedad y contratos. 
 
Su vocación de plenitud ha sido manifiesta desde su nacimiento en el año 1973. 
 
Desde la promulgación de la Ley Foral 5/1987, de 1 de abril, por la que se modificó su texto 
para adecuarlo al marco constitucional, han pasado ya casi 32 años pese a reconocerse el 
carácter limitado y urgente de aquella reforma y a manifestarse el objetivo de impulsar el 
estudio en profundidad y la completa adecuación de su texto (Orden Foral 11/1988, de 11 de 
mayo). 
 
Durante todos estos años la sociedad navarra ha experimentado profundas transformaciones 
en el ámbito personal, familiar y económico que, sin embargo, no han tenido un reflejo 
adecuado en su derecho privado, generándose un alejamiento entre la realidad social y la 
regulación de sus instituciones. 
 
Buena parte de la ciudadanía navarra se enfrenta hoy a situaciones jurídicas en su ámbito 
privado, fundamentalmente en el familiar, que no encuentran su debida solución en el texto 
del Fuero Nuevo porque este mantiene como eje vertebrador un modelo de vida en el que la 
mayoría de las personas no hallan su acomodo y de cuyo marco de aplicación se ven por ello 
excluidas. 
 
El Parlamento de Navarra ha venido siendo consciente de la necesidad de abordar soluciones 
en este ámbito del derecho, pero ha optado durante este período por hacerlo de modo 
puntual mediante la técnica de las leyes especiales que, sin embargo, no han conseguido 
acercar de forma completa, correcta y satisfactoria el derecho civil a su sociedad. Y así, en la 
última de las promulgadas, Ley Foral 3/2011, de 17 de marzo, de custodia de los hijos menores 
de edad, vino a reconocer que la manera de lograr dicho objetivo era la reforma del Fuero 
Nuevo como «sede natural de una reforma de este tipo, integrándose con el resto de 
instituciones con las que debe configurar un sistema coherente». 
 
El acercamiento del Fuero a la sociedad navarra pasa así por su necesaria apertura a otros 
modelos de vida en los que la institución jurídica de la Casa y sus principios, fundamento de la 
amplitud de la libertad civil en el ordenamiento jurídico navarro, ceda el protagonismo a la 
Persona titular de esa libertad y le permita en su ejercicio optar por otras alternativas vitales 
de distinto orden en las que encuentre reflejo y consecuente respuesta jurídica. 
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La Comunidad Foral de Navarra tiene competencia exclusiva de carácter histórico en materia 
de Derecho Civil Foral y, consiguientemente, para su conservación, modificación y desarrollo, 
así como para articular las normas del proceso que se deriven de dicho derecho sustantivo en 
virtud de lo dispuesto en la disposición adicional primera de la Constitución Española y en los 
artículos 149.1.6 y 8 de dicha norma fundamental y el artículo 48.1 y 2 de la LORAFNA. 
 
La presente ley foral se dicta en el ejercicio de dicha competencia con la finalidad de actualizar 
la Compilación o Fuero Nuevo mediante la modificación y el desarrollo de sus instituciones y la 
consiguiente regulación de las directa y sustancialmente conexas y derivadas necesariamente 
de las ya contenidas en su texto y según los principios informadores peculiares del Derecho 
Foral navarro. 
 
La protección de todas las personas en su individualidad y en sus relaciones familiares, 
convivenciales y patrimoniales de carácter privado, desde el respeto a su libertad civil –y con 
especial atención a la menor edad, discapacidad, dependencia, mayor edad o cualquier otra 
situación vital que lo requiera–, constituye el objetivo de la actualización y pasa a constituir el 
eje vertebrador del Fuero Nuevo, que mantiene sus 596 leyes, si bien ahora divididas en un 
libro preliminar y cuatro libros. 
 
Ver documento 
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Comunidad Autónoma de Canarias 

 
Ley 10/2019, de 25 de abril, de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de Canarias 
 
Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación son corporaciones de 
derecho público que realizan funciones de carácter consultivo y de colaboración con las 
administraciones públicas en todo aquello que tenga relación con la representación, 
promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria, la navegación y los 
servicios. 
 
El artículo 109 del Estatuto de Autonomía de Canarias determina lo siguiente: 
 
«1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en materia 
de colegios profesionales, cámaras oficiales, academias para el fomento y difusión de las artes, 
las ciencias y las letras, consejos reguladores, cofradías de pescadores y demás corporaciones 
de derecho público que radiquen en Canarias, respetando lo dispuesto en los artículos 36, 52, 
139 y 149.1.18.ª de la Constitución. Esta competencia incluye, en todo caso: 
 
a) La regulación de su constitución, agrupación y extinción, organización y funcionamiento, 
atribuciones, régimen económico, financiero y presupuestario, derechos y deberes, régimen 
electoral y régimen disciplinario. 
 
b) El control administrativo, abarcando las funciones de promoción del comercio exterior que 
puedan realizar las cámaras oficiales. 
 
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución para la definición de las corporaciones de derecho público previstas 
en el apartado anterior y la determinación de los requisitos para su creación, así como para 
obtener la condición de miembro de las mismas». 
 
La asunción de estas competencias previstas estatutariamente se produjo a través del Real 
Decreto 3174/1983, de 9 de noviembre, de traspaso de funciones y servicios del Estado a la 
Comunidad Autónoma de Canarias en materia de ferias interiores, comercio interior y cámaras 
de comercio, industria y navegación, que dispone en su apartado B) 3 de su anexo I transferir a 
la Comunidad Autónoma de Canarias: «Las competencias del Ministerio de Economía y 
Hacienda sobre las cámaras, previstas en la Ley de Bases de 29 de junio de 1911 y en el 
Decreto 1291/1974, de 2 de mayo, que aprobó su reglamento general, modificado por el Real 
Decreto 753/1978, de 27 de marzo, y demás normas que la completan y desarrollan. Todo ello 
sin perjuicio de que las cámaras de la Comunidad Autónoma de Canarias mantengan su 
participación en el Consejo Superior de Cámaras como órgano de relación de las cámaras de 
comercio de España». 
 
En el ejercicio de estas competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma de Canarias por la 
citada normativa, se dictó la Ley 18/2003, de 11 de abril, de Cámaras de Comercio, Industria y 
Navegación de Canarias. 
 
La aprobación por parte del Estado de la nueva Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, publicada en el BOE n.º 80, 
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de 2 de abril de 2014, que entró en vigor el 3 de abril de 2014, y el tiempo transcurrido desde 
la aprobación de la anterior ley autonómica reguladora de la materia hacen preciso derogar 
esta y aprobar una nueva; ley, adaptada a las previsiones de la normativa básica estatal, por un 
lado, y, por otro, que recoja las nuevas necesidades surgidas por el transcurso del tiempo 
desde la aprobación de la anterior ley. Todo ello con el objeto de satisfacer los intereses que la 
sociedad les demanda para su eficaz y correcto funcionamiento. 
 
La ley consta de treinta y siete artículos que se estructuran en ocho capítulos, tres 
disposiciones transitorias, una derogatoria y cuatro finales. 
 
El capítulo I regula el objeto de la ley, la naturaleza, el régimen jurídico, la finalidad y las 
funciones de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de Canarias. 
Permanece la consideración de las cámaras como corporaciones de derecho público bajo la 
tutela de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y se les añaden 
nuevas funciones de conformidad con las competencias que les son atribuidas por la ley básica 
estatal. 
 
El capítulo II recoge el ámbito de actuación territorial, estableciendo la posibilidad de la 
existencia de una cámara por cada una de las siete islas que componen la Comunidad 
Autónoma de Canarias, así como las particularidades de la creación, fusión y extinción de las 
mismas adaptadas a las necesidades del archipiélago. 
 
El capítulo III, bajo la denominación de «Organización de las cámaras», encuadra los órganos 
de gobierno de las mismas abordando la regulación del Pleno, el Comité Ejecutivo, la 
Presidencia, la Secretaría General, los cargos de alta dirección y el personal; concluyendo con 
la regulación del contenido mínimo del reglamento de régimen interior de las mismas y del 
código de buenas prácticas. 
 
El capítulo IV, bajo la rúbrica «Régimen electoral», aborda su regulación comprendiendo los 
derechos y deberes de los electores, el censo electoral, la apertura y la convocatoria del 
proceso electoral y, por último, el funcionamiento de los órganos de gobierno durante el 
periodo electoral. 
 
El capítulo V, con la denominación «Régimen económico-presupuestario», comprende ámbitos 
de tanta importancia como la financiación de las cámaras y del Consejo General de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Canarias. 
 
El capítulo VI está dedicado a las relaciones institucionales e intercamerales. 
 
El capítulo VII se dedica a regular el Consejo General de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de Canarias, encuadrando dentro del mismo su naturaleza y 
régimen jurídico, las funciones y la regulación de sus órganos de gobierno. 
 
El capítulo VIII regula la tutela que ejerce la Administración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias sobre las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación de Canarias y el Consejo General de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de Canarias, recogiendo dentro de la tutela propiamente dicha las 
autorizaciones, la suspensión y la disolución de sus órganos de gobierno y los recursos que 
proceden contra las resoluciones de estos ante el órgano tutelante, así como el régimen 
presupuestario. 
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Se completa la ley con tres disposiciones transitorias; la primera, para permitir a los órganos de 
gobierno de las cámaras que continúen en el ejercicio de sus funciones hasta que se 
constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la conclusión del correspondiente proceso 
electoral; la segunda, para fijar un plazo desde la entrada en vigor de la presente ley para que 
las cámaras adapten sus reglamentos de régimen interior a la misma y a la mencionada 
Ley 4/2014, de 1 de abril; y la tercera, para determinar el régimen electoral que se aplicará 
hasta que se apruebe el reglamento que desarrolle la presente ley; además de una disposición 
derogatoria y cuatro disposiciones finales. La primera comprende la modificación de la 
Ley 1/1992, de 27 de abril, del Consejo Económico y Social, regulando la representación de las 
cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de Canarias en dicha 
institución; la segunda se refiere a la autorización para su desarrollo reglamentario; la tercera, 
a la facultad del Gobierno de Canarias para que, transcurrido un año desde su entrada en 
vigor, establezca la cantidad que se precisa para fijar la viabilidad de una cámara a nivel 
insular; y la última, a su entrada en vigor. 
 
Por otra parte, en la presente iniciativa normativa, y en cumplimiento de la previsión del 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, se han tenido en cuenta los principios jurídicos de buena 
regulación, establecidos en dicha norma, de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad 
jurídica, transparencia y eficiencia. 
 
En virtud de los principios de necesidad y eficacia, esta iniciativa normativa se halla justificada 
por una razón de interés general que se concreta en la necesidad de adaptar la normativa 
autonómica a la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación, al basarse en una identificación clara del fin perseguido, que 
no es otro que el de adaptar el marco normativo autonómico y ser la presente ley el 
instrumento más adecuado para garantizar su consecución. 
 
En virtud del principio de proporcionalidad, esta ley contiene, por tanto, la regulación 
imprescindible para atender la necesidad de adaptación, tras constatar que no existen otras 
medidas menos restrictivas de derechos o que impongan menos obligaciones a sus 
destinatarios. 
 
Por último, a fin de garantizar el principio de seguridad jurídica, la presente iniciativa 
normativa se ejerce de manera coherente con el resto del ordenamiento jurídico, nacional, 
autonómico y de la Unión Europea, a fin de generar un marco normativo estable, predecible, 
integrado, claro y de certidumbre, de manera que facilite su conocimiento y comprensión por 
las personas destinatarias y, en consecuencia, permita la actuación y toma de decisiones por 
las corporaciones de derecho público, personas, físicas y jurídicas, a las que la misma sea 
aplicable. 
 
Ver documento 
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Ley 16/2019, de 2 de mayo, de Servicios Sociales de Canarias 
 
Los servicios sociales constituyen uno de los servicios públicos del Estado del bienestar, 
integrados por el conjunto de servicios y prestaciones orientados a garantizar el derecho de 
todas las personas y grupos en que se integran a la protección social, en los términos recogidos 
en las leyes, y tienen como finalidad la prevención, atención o cobertura de las necesidades 
individuales y sociales básicas de las personas en su entorno, con el fin de alcanzar o mejorar 
su bienestar. Estos servicios, configurados como un elemento esencial del Estado del 
bienestar, están dirigidos a alcanzar el pleno desarrollo de los derechos de las personas en la 
sociedad durante todas las etapas de su vida y a promocionar la cohesión social y la 
solidaridad. 
 
Desde ese compromiso, la presente ley sustituye a la anterior Ley 9/1987, de 28 de abril, de 
Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma de Canarias, que, tras tres décadas en vigor, ha 
visto superado su marco legislativo por los cambios sociales producidos en nuestra comunidad 
autónoma, de la mano de factores demográficos como un crecimiento poblacional acelerado, 
el aumento de la inmigración o el envejecimiento; a los que se añaden otros como la 
incorporación progresiva de la mujer al mercado laboral, los nuevos modelos familiares y los 
núcleos de convivencia, las nuevas bolsas de pobreza, el riesgo de desigualdades personales, 
colectivas o territoriales, las situaciones de dependencia o de discapacidad que vive un 
creciente número de personas, el incremento de la violencia doméstica y de género, la 
complejidad que comporta para las familias afrontar los cambios en el mercado laboral o la 
precarización del trabajo, la falta de medidas que favorezcan la conciliación de la vida familiar 
y laboral, el incremento de las familias monoparentales y especialmente las mujeres con 
menores a su cargo. Por último, habrá que tener en cuenta el aumento de la exigencia de la 
ciudadanía sobre los servicios públicos, que se ha traducido en una mayor presencia de 
modelos de gestión basados en la calidad, donde las nuevas tecnologías adquieren un papel 
relevante, ya que permiten una mayor eficacia de las prestaciones sociales, lo que ha 
impactado de manera muy significativa en el actual sistema de servicios sociales. 
 
El instrumento central de este nuevo marco legislativo para Canarias es la instauración del 
derecho a los servicios sociales, constituido como un derecho subjetivo y universal de la 
ciudadanía. Garantizar el ejercicio efectivo de este derecho implica, necesariamente, la 
construcción de un sistema público de servicios sociales de responsabilidad pública, moderno, 
avanzado y garantista, comparable en su desarrollo a otros sistemas públicos orientados al 
bienestar, dotado de un conjunto de instrumentos de gestión y coordinación capaces de 
garantizar la vertebración entre las diferentes administraciones competentes. En dicho marco, 
se podrá estructurar toda una arquitectura capaz de sostener la implantación, la ordenación, el 
desarrollo y la consolidación de una red articulada de servicios y prestaciones orientada a 
responder de forma coherente, eficaz y eficiente a los desafíos presentes y futuros asociados a 
los cambios sociales, demográficos y económicos. 
 
Por tanto, se hace indispensable abordar una nueva regulación que se articula por medio de la 
presente ley y que tiene como finalidad lograr una mayor protección social en Canarias, que se 
sustenta en garantizar los derechos sociales inspirados en los principios de universalidad, 
dignidad de las personas e igualdad en el acceso. Estos derechos sociales facilitan la 
autonomía, la igualdad y la libertad y permiten condiciones sociales y de acceso a bienes 
necesarios para una vida digna, que, por una parte, responda a la realidad actual de Canarias y, 
por otra, avance hacia la consecución de lo que se ha denominado el «cuarto pilar» del Estado 
del bienestar. Es por ello que la presente ley contempla las prestaciones a las que la ciudadanía 
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tendrá derecho y que, como tal derecho subjetivo, serán exigibles a las administraciones 
competentes y, en última instancia, ante los tribunales. Además, se introducen elementos 
homogeneizadores que garantizan una igualdad real, teniendo en cuenta el hecho insular, en 
todos los territorios de la Comunidad Autónoma de Canarias, con la finalidad de asegurar a la 
ciudadanía unos servicios y prestaciones mínimos, así como unas condiciones básicas de 
calidad de los mismos, con independencia de la isla o del municipio en que vivan o reciban la 
prestación. Igualmente, la presente ley aborda la reorganización competencial de los servicios 
sociales, de acuerdo con el principio de máxima proximidad a las personas. 
 
Ahora bien, estos retos deben ser afrontados desde la observancia de un marco normativo 
inspirado en una serie de principios proclamados desde el ámbito internacional y nacional, 
conforme al artículo 10.2 de la Constitución española. 
 
Así, en el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, de 1948, se proclama que «Toda persona tiene derecho a un nivel de vida que le 
asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar y, en especial, la alimentación, el vestido, 
la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios [...]». Posteriormente, 
mediante la Declaración y el Programa de Acción de Viena, de 1993, se acordó un plan para 
fortalecer la aplicación de los derechos humanos, destacando la relación entre la democracia, 
el desarrollo y la promoción de los derechos sociales a partir de su universalidad y la 
indivisibilidad e interdependencia de los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y 
sociales. 
 
A nivel europeo, en el artículo 14 de la Carta Social Europea, de 18 de octubre de 1961, se 
dispuso que, a fin de asegurar el ejercicio efectivo del derecho a beneficiarse de los servicios 
sociales, las partes se comprometen a impulsar u organizar servicios que, utilizando métodos 
de trabajo social, contribuyan al bienestar y al desarrollo de las personas y de los grupos en la 
comunidad, así como su adaptación al entorno social. Finalmente, y más cercana en el tiempo, 
la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, de 2000, señala, en su 
artículo 34.1, que «la Unión reconoce y respeta el derecho de acceso a las prestaciones de 
seguridad social y a los servicios sociales que garantizan una protección en casos como la 
maternidad, la enfermedad, los accidentes laborales, la dependencia o la vejez, así como en 
caso de pérdida de empleo, según las modalidades establecidas por el Derecho comunitario y 
las legislaciones y prácticas nacionales.». Carta que, según el artículo 6.1 del Tratado de la 
Unión Europea, tiene el mismo valor jurídico que los tratados de la Unión Europea. 
 
Por su parte, en el marco de la Estrategia Europea de Crecimiento, Europa 2020, se promueve 
un crecimiento inteligente, sostenible e integrador, como tres líneas básicas de actuación. 
Estas tres prioridades, que se refuerzan mutuamente, pretenden contribuir a que la UE y sus 
Estados miembros generen altos niveles de empleo, productividad y cohesión social. Para ello, 
la Unión Europea ha establecido para el año 2020 cinco ambiciosos objetivos en materia de 
empleo, innovación, educación, integración social y clima/energía. En cada una de estas áreas, 
cada Estado miembro se ha fijado sus propios objetivos. La estrategia se apoya en medidas 
concretas tanto de la Unión como de los Estados miembros. Pues bien, de entre los cinco 
grandes objetivos planteados para el año 2020 se encuentra el de «luchar contra la pobreza y 
la exclusión social», que plantea reducir al menos en 20 millones el número de personas en 
situación o riesgo de pobreza y exclusión social en todo el ámbito de la Unión. Para llegar a ello 
es necesario, entre otros logros, el acceso de todos a los recursos, derechos y servicios 
necesarios para la participación en la sociedad, previniendo y abordando la exclusión social. En 
esta tarea, la Comunicación de la Comisión, de 26 de abril de 2006, «Aplicación del programa 
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comunitario de Lisboa, Servicios Sociales de interés general en la Unión Europea» (COM (2006) 
177 final), ya marcó el papel clave de los servicios sociales, por desempeñar una importante 
función en la sociedad y en la economía europea, y reconoció que el sector de los servicios 
sociales, situado en un entorno cada vez más competitivo, se encuentra en plena expansión e 
inmerso en un proceso de modernización que puede adoptar distintas formas. Entre ellas, se 
alude a la introducción de métodos de evaluación comparativa y de control de calidad y la 
participación de las personas usuarias en la gestión, a la descentralización de la organización 
con el establecimiento de servicios a nivel local o regional, al desarrollo de marcos de 
colaboración entre los sectores público y privado y al recurso de otras formas de colaboración 
complementarias a la pública, como desafío de futuro de los servicios sociales en los Estados 
miembros. 
 
A nivel nacional, si bien es verdad que la Constitución española no reconoce de forma directa 
el derecho a los servicios sociales, no es menos cierto que, realizando una valoración 
integradora de los artículos 1, «España se constituye en un Estado social», 9.2, en el cual, 
«Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social», 10.1, para el que «La dignidad de 
la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la 
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden 
político y de la paz social», 14, en el que todos «… son iguales ante la ley, sin que pueda 
prevalecer discriminación alguna…»; de todos ellos se extrae un principio que se desarrolla de 
forma fragmentada en el Capítulo III, del Título I, De los principios rectores de la política social 
y económica, en el que se presta atención a determinados colectivos, como la familia e hijos 
(artículo 39); juventud (artículo 48); disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales (artículo 49); y 
la tercera edad (artículo 50); sin olvidar que los poderes públicos promoverán las condiciones 
favorables para el progreso social y económico (artículo 40.1). Principios que, según el 
artículo 53.3, de la Constitución, «informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la 
actuación de los poderes públicos» y que «solo podrán ser alegados ante la jurisdicción 
ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen». De todo lo cual se 
desprende que sin los servicios sociales el contenido mínimo de estos principios 
fundamentales quedaría vulnerado. 
 
Por último, en nuestro particular ámbito de competencias, el vigente Estatuto de Autonomía, 
en su artículo 9.1, establece que «Las personas que ostentan la condición política de canarios 
son titulares de los derechos, deberes y libertades reconocidos en la Constitución española»; 
mientras que el artículo 29 dispone, en su apartado 1, que «Todas las personas tienen derecho 
a acceder en condiciones de igualdad a las prestaciones y servicios del sistema público de 
servicios sociales de responsabilidad pública»; también el apartado 3 del mismo precepto 
establece que «Los poderes públicos canarios establecerán, en la forma que determine la ley, 
planes especializados de atención para las personas que garanticen los derechos dispuestos en 
los artículos 16 y 24 del presente Estatuto». Asimismo, el artículo 24 del nuevo Estatuto de 
Autonomía dispone que «Las personas que se encuentren en situación de exclusión social 
tienen derecho a acceder a una renta de ciudadanía en los términos que establezcan las 
leyes», así como que «Los poderes públicos canarios velarán por erradicar los efectos de la 
pobreza y la exclusión social en las personas que viven en Canarias a través del desarrollo de 
los servicios públicos». Por último, el artículo 16 del Estatuto de Autonomía establece que «Los 
poderes públicos promoverán activamente el derecho de las personas en situación de 
discapacidad o de dependencia a acceder en términos de igualdad y sin discriminación alguna 
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al ejercicio de sus derechos, garantizando su desarrollo personal y social», así como que los 
mismos garantizarán a dichas personas un sistema de calidad de los servicios y prestaciones 
especializados, con la supresión de barreras físicas y legales facilitando su desarrollo en todas 
las facetas, conforme se establezca en las leyes. 
 
En el ejercicio de las competencias atribuidas en materia de asistencia y bienestar social 
recogidas en el entonces vigente Estatuto de Autonomía de Canarias, en su artículo 30.13, esta 
comunidad autónoma aprobó la Ley 9/1987, de 28 de abril, de Servicios Sociales de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, hasta ahora vigente, una ley muy avanzada para su 
tiempo; sin embargo, con el paso de los años, todas las leyes de otras comunidades autónomas 
se vieron ampliamente desarrolladas, completadas y concretadas en bastantes de sus 
aspectos, gracias a la aprobación de una vasta normativa autonómica complementaria que 
venía a perfilar aquellos aspectos que no se habían contemplado en las mismas. Cuestión que 
no ocurrió en esta comunidad autónoma, que ha tenido un efímero desarrollo reglamentario. 
Además, como el resto de leyes autonómicas del Estado promulgadas en aquella época, se 
limitó a una declaración de principios y mandatos generalistas, aunque ha permitido a lo largo 
de estas tres décadas de vigencia la consolidación de los servicios sociales de atención primaria 
en los ochenta y ocho ayuntamientos y la articulación de una red pública de servicios sociales 
especializados a lo largo de todo el territorio canario. 
 
En los últimos años, la sociedad canaria, como se ha puesto de manifiesto en el expositivo 
anterior, ha venido experimentando una serie de cambios sociales que han impulsado a su vez 
la introducción de nuevos modelos de atención en los servicios sociales, que tienen su origen 
en el dinamismo del sector, las demandas sociales y la marcada voluntad política de atender 
las necesidades sociales. La conjunción de estos elementos ha propiciado la aparición de 
demandas sociales o políticas públicas que no forman parte de la misión o competencias de un 
único servicio de la estructura orgánica vertical de la Administración, sino que implica a toda la 
organización o a una parte significativa de ella, así como la necesidad de disponer de una 
visión integral e integradora de determinados segmentos de población considerados como 
prioritarios, lo que está impulsando el desarrollo de modelos de atención transversales, más 
eficaces y eficientes, orientados a dar respuestas globales. Por tanto, se pasa de un enfoque 
sectorial basado en criterios como el sexo, la edad o la diversidad funcional a otro en el que las 
características de la situación se convierten en el eje del modelo. Esto permite una atención 
más personalizada y ajustada a las necesidades particulares que convive con los modelos 
anteriores más sectorizados. A su vez, esta integración está poniendo de manifiesto la 
necesidad de una mayor ordenación y precisión técnico-conceptual en la definición de los 
elementos del sistema, que se pretende efectuar a través de la presente ley. 
 
Todo esto ha originado un importante desarrollo normativo de los servicios sociales en estos 
últimos años, destacando a nivel autonómico la regulación establecida en el ámbito de la 
accesibilidad y supresión de barreras físicas y de la comunicación (Ley 8/1995, de 6 de abril); 
de la participación de las personas mayores y de la solidaridad entre generaciones (Ley 3/1996, 
de 11 de julio); de la atención integral a los menores (Ley 1/1997, de 7 de febrero); de la 
prevención y protección integral de las mujeres contra la violencia de género (Ley 16/2003, 
de 8 de abril); la Prestación Canaria de Inserción (Ley 1/2007, de 17 de enero, modificada por 
la Ley 2/2015, de 9 de febrero); de la igualdad entre mujeres y hombres (Ley 1/2010, de 26 de 
febrero); y de la no discriminación por motivos de identidad de género y de reconocimiento de 
los derechos de las personas transexuales (Ley 8/2014, de 28 de octubre). 
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A toda esta normativa autonómica, hay que sumar la estatal, que ha venido en ocasiones a 
confirmar y en otras a retroalimentar la normativa autonómica. Así, la Ley Orgánica 1/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género; la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia; la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres; el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de 
noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclusión social; o la Ley 26/2015, de 28 de julio, de 
modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, entre otras. A ello cabe 
mencionar la aprobación, en 2018, del Pacto de Estado contra la Violencia de Género, 
comprensivo de un conjunto de medidas orientadas a la erradicación del maltrato hacia la 
mujer. 
 
Por todo ello, se hacía indispensable acometer una nueva regulación que venga a fortalecer los 
derechos sociales con la inclusión de un derecho subjetivo y universal de los ciudadanos 
canarios al sistema público de servicios sociales. 
 
La presente Ley de Servicios Sociales de Canarias configura un sistema de responsabilidad 
pública cuya estructura está compuesta por todos los servicios disponibles (los públicos y los 
privados concertados y contratados por las administraciones públicas) de atención a las 
personas, así como por los servicios y prestaciones destinados a la finalidad de la atención 
social en los ámbitos de la discapacidad, la dependencia, la infancia y la familia, la inmigración 
y, en general, para atender las situaciones de vulnerabilidad social. 
 
La iniciativa privada participará subsidiariamente y de forma complementaria en el sistema 
público de servicios sociales mediante acuerdos de concertación social o con arreglo a alguna 
de las fórmulas establecidas en la normativa sobre contratos del sector público y bajo la 
vigilancia y control de la Administración pública. Corresponde a la comunidad autónoma 
canaria la configuración del sistema propio de servicios sociales, tal y como se ha hecho en 
otras comunidades autónomas, estableciendo un régimen de concierto diferenciado de la 
modalidad contractual recogida en la Ley de Contratos del Sector Público, a través del cual se 
dé respuesta a las necesidades de los colectivos más vulnerables, asegurando la participación y 
la colaboración de las entidades de iniciativa social sin ánimo de lucro de Canarias en esta 
tarea, garantizando, al tiempo, el cumplimiento de los principios informadores de la normativa 
estatal y europea en materia de concertación de la iniciativa social. 
 
Asimismo, la ley dispone que el sistema público de servicios sociales funcionará de forma 
integrada y coordinado en red, de acuerdo con el marco normativo que establece la presente 
ley y las disposiciones que la desarrollen. Para ello, el sistema público de servicios sociales se 
coordinará con todos los demás sistemas que inciden en la calidad de vida de las personas, 
como son los de salud y sanidad pública, de igualdad de género, de prevención y protección de 
las mujeres contra la violencia de género, de educación, de ocupación y empleo, de vivienda, 
judiciales, entre otros. 
 
De igual forma, la presente ley prevé, por primera vez, la aprobación de un catálogo de 
servicios y prestaciones, que incluirá el conjunto de servicios y prestaciones a las que las 
personas tendrán derecho, entendido como un derecho subjetivo que será exigible ante las 
administraciones que deban garantizarlo una vez que se produzca su aprobación mediante 
decreto del Gobierno de Canarias. 
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Igualmente, con esta ley se pretende acometer una nueva ordenación del sistema público de 
servicios sociales, mediante una clara atribución de las competencias entre los tres niveles –
autonómico, insular y municipal– de la Administración. 
 
Por otra parte, en relación con la iniciativa privada, la ley reconoce la importante labor que las 
entidades del tercer sector de acción social vienen desarrollando en la prestación de los 
servicios sociales, sin perjuicio de lo que disponga una futura ley del tercer sector de acción 
social en Canarias. 
 
En definitiva, mediante esta ley se instaura un nuevo modelo de sistema público que dirige su 
atención tanto a las situaciones y necesidades de cada persona a lo largo de su vida como a los 
diferentes espacios sociales y comunitarios en los que este se desarrolla. 
 
La presente ley consta de ciento ocho artículos, agrupados en un título preliminar y siete 
títulos, además de catorce disposiciones adicionales, cuatro transitorias, una derogatoria y seis 
finales. 
 
En cuanto al contenido de la ley, el título preliminar recoge las disposiciones generales que 
orientan todo el texto normativo, tales como el objeto de la ley, detalla quién tiene la 
titularidad del derecho a la prestación de los servicios sociales en Canarias; delimita el ámbito 
de aplicación; el derecho subjetivo a los servicios sociales; define el sistema público de 
servicios sociales; las principales definiciones de los conceptos que se desarrollan a lo largo del 
texto legal; y los objetivos y los principios del sistema público de servicios sociales. 
 
El título I está destinado a las personas usuarias y profesionales del sistema público de 
servicios sociales y en él se detallan de forma exhaustiva las personas con acceso a los servicios 
sociales; los derechos que les asisten; los derechos específicos de las personas usuarias de 
centros y servicios de atención diurna/nocturna y estancia residencial; las obligaciones de las 
personas usuarias; así como los derechos y obligaciones de las personas del sistema público de 
servicios sociales. En el mismo título aparece una de las novedades más sustanciales de la ley, 
consistente en el reconocimiento de una serie de derechos sociales básicos para hacer efectiva 
la plena inclusión de la ciudadanía. Asimismo, dentro del elenco de derechos, se introducen 
elementos innovadores en el ámbito de los servicios sociales, como es el derecho a poder 
expresar la propia voluntad de forma anticipada y a que sea respetada una vez que la persona 
tenga limitada su capacidad de obrar; el derecho a tener asignado un profesional de 
referencia; y, asimismo, se reconoce el derecho a la persona usuaria al acceso y seguimiento, 
por vía telemática, de su expediente personal. 
 
El título II desarrolla mediante dos capítulos el catálogo de servicios y prestaciones del sistema 
público de servicios sociales, como instrumento que aglutina el conjunto de servicios y 
prestaciones del sistema. El capítulo I está destinado a las disposiciones generales que 
orientan todo el título, tales como la definición del catálogo, la elaboración y aprobación del 
mismo y la definición de servicio y prestación. Asimismo, regula las formas y requisitos de 
acceso a los servicios y prestaciones. En el capítulo II se aborda el contenido del catálogo de 
servicios y prestaciones, detallando el conjunto de servicios y prestaciones del que está 
provisto, y que se clasifican a los efectos de esta ley en dos tipos de prestaciones: las 
económicas y las tecnológicas. Como elementos innovadores de la ley, es preciso destacar las 
prestaciones económicas para cubrir las necesidades básicas de las personas ante una 
situación extraordinaria y puntual que requiere atención inmediata; y aquellas de percepción 
periódica vinculada a la inclusión social. 
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El título III está destinado a la estructura funcional, la coordinación, la cooperación, la 
participación y la ética en los servicios sociales. Es el título más amplio de la ley, estando 
compuesto por cuatro capítulos. El capítulo I, sobre la estructura funcional del sistema público 
de servicios sociales define dos niveles de atención: el de primaria y comunitaria, competencia 
en todo caso de los ayuntamientos, con una vocación claramente integradora y con el objetivo 
de alcanzar la verdadera inclusión social del conjunto de la ciudadanía; y el de atención 
especializada, competencia de la comunidad autónoma y los cabildos, integrado por 
actuaciones que requieren mayor grado de complejidad en relación con las características 
específicas de la situación que han de atender. El capítulo II versa sobre la coordinación y 
cooperación, recayendo la superior dirección y coordinación del sistema público de servicios 
sociales en la consejería competente en materia de servicios sociales; además este capítulo se 
divide en cuatro secciones: la sección 1.ª comprende una de las novedades de la presente ley, 
la Conferencia Sectorial de Servicios Sociales; la sección 2.ª está destinada a otros 
instrumentos de coordinación y cooperación interdepartamental e interadministrativa, como 
son el Sistema Canario Unificado de Información, el registro único de entidades, centros y 
servicios, la historia social única y el plan de intervención social; la sección 3.ª aborda la 
coordinación y colaboración de carácter social y sanitario, la cual contiene otra de las 
novedades de este texto legislativo, el Consejo de Atención Sociosanitario, como órgano que 
hará efectiva la coordinación entre ambos departamentos. El capítulo III está destinado a la 
participación, recogiendo la disposición general que inspira el mismo; asimismo, detalla de 
manera pormenorizada el órgano consultivo y de participación en materia de servicios sociales 
de la Comunidad Autónoma de Canarias, el Consejo General de Servicios Sociales. El capítulo 
IV aborda la ética y los servicios sociales, y en el mismo se aborda otra de las novedades de la 
presente ley, cual es la creación del Comité de Ética de los Servicios Sociales, configurado 
como órgano consultivo de la consejería competente en materia de servicios sociales, al 
servicio de las personas, agentes, entidades y administraciones implicadas. 
 
El título IV, dividido en dos capítulos, aborda el régimen competencial y la financiación. El 
capítulo I está destinado al régimen competencial, en el que la delimitación se basa en dos 
criterios, uno de necesaria proximidad y otro basado en la complejidad del servicio. En el 
capítulo II, sobre la financiación, se recoge entre sus principios la responsabilidad de la 
Comunidad Autónoma de Canarias de garantizar los recursos necesarios para asegurar la 
ordenación y provisión suficiente y sostenida de los servicios sociales establecidos por la 
presente ley. En este capítulo se recoge otro de los elementos innovadores de este cuerpo 
legal, referida a los porcentajes mínimos en los que se han de financiar los servicios sociales de 
atención primaria y comunitaria, fijados entre el 40% y el 60% del coste total del convenio que 
se suscriba con el correspondiente ayuntamiento en atención a la población del municipio; y, 
en el caso de los servicios sociales de atención especializada, al menos el 50% del coste total 
del convenio que se suscriba con el correspondiente cabildo. 
 
El título V aborda, en sus cuatro capítulos, una de las partes esenciales sobre el modelo y la 
forma de provisión de los servicios sociales. A estos efectos, se distinguen claramente dos 
formas de provisión: la gestión directa y la gestión indirecta a través de la iniciativa privada. El 
capítulo I está destinado a la gestión directa, relacionando los servicios públicos que deben ser 
gestionados indiscutiblemente con esta modalidad. El capítulo II detalla las formas de 
participación de la iniciativa privada, tanto en su modalidad mercantil como de iniciativa social. 
Esta última será la elegida preferentemente por las administraciones públicas canarias cuando 
existan análogas condiciones de eficacia, calidad y rentabilidad social. El capítulo III detalla la 
concertación social, como forma de acuerdo relegada exclusivamente para la iniciativa social, 
sin fines lucrativos. El capítulo IV versa sobre la autorización y acreditación, como requisitos 
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imprescindibles que han de reunir los centros o servicios de las entidades privadas que quieran 
instalarse o funcionar en esta comunidad autónoma. 
 
El título VI desarrolla mediante dos capítulos y cuatro secciones la planificación de los servicios 
sociales en Canarias. El capítulo I aborda la planificación de los servicios sociales, con la 
finalidad de proyectar las prestaciones y servicios de esta comunidad autónoma. Esta 
planificación se desarrollará a través de planes estratégicos de servicios sociales, planes 
sectoriales y, en su caso, planes especiales, en cuyo proceso deberá garantizarse la 
participación de todas las administraciones implicadas en el sistema público de servicios 
sociales. El capítulo II está dividido en cuatro secciones. Afronta uno de los elementos más 
relevantes de este marco normativo, la calidad de los servicios sociales, reconociendo la misma 
como derecho subjetivo de las personas usuarias del sistema público de servicios sociales. La 
sección 1.ª está destinada a la calidad de los servicios sociales; la sección 2.ª, a la evaluación de 
los servicios sociales, determinando que esta debe realizarse de manera continua como 
garante de la calidad y buenas prácticas en el sistema público de servicios sociales; la 
sección 3.ª encara una de los aspectos novedosos de este cuerpo legislativo, el Observatorio 
Canario de Servicios Sociales, como órgano colegiado, con la finalidad de promover las 
medidas necesarias para la garantía y mejora de la calidad en los servicios sociales; finalmente, 
la sección 4.ª recoge el último recurso para garantizar unos servicios sociales de calidad: la 
inspección. 
 
El título VII cierra la ley con la regulación, mediante tres capítulos, del régimen sancionador, 
enumerando las infracciones en materia de servicios sociales y las sanciones que por la 
comisión de dichas infracciones correspondan, dentro del marco normativo establecido a tal 
efecto. 
Finalmente, la ley contiene en su parte final catorce disposiciones adicionales, cuatro 
transitorias, una derogatoria y seis finales. 
 
Las adicionales tratan sobre el plan de inclusión social y lucha contra la pobreza en general, y 
uno específico para la población infanto-juvenil; el primer diagnóstico del Observatorio 
Canario de los Servicios Sociales; el plazo para la aprobación del catálogo de servicios y 
prestaciones; los instrumentos de coordinación interdepartamental e interadministrativos; el 
reforzamiento de los servicios de inspección; el desarrollo del artículo 24 del Estatuto de 
Autonomía de Canarias; las cláusulas sociales en la contratación pública; el plazo de 
tramitación de los procedimientos sancionadores en materia de políticas sociales, dependencia 
y discapacidad y de protección a la infancia y la familia; el régimen jurídico para el ejercicio del 
derecho a la no inmovilización, restricción o sujeción física; las ayudas a los traslados fuera de 
su isla de residencia y dentro del territorio nacional; los criterios para la determinación de la 
capacidad económica de las personas usuarias; la financiación; el régimen de compatibilidades 
de las prestaciones de atención a la dependencia; y, por último, la colaboración entre el 
sistema público de servicios sociales y el sistema judicial. 
 
Las disposiciones transitorias versan sobre las disposiciones reglamentarias vigentes, sobre la 
obligación de comunicación de las entidades de iniciativa social y sobre la prórroga temporal 
de la financiación de los servicios prestados por la iniciativa social. 
 
La disposición derogatoria lleva a efecto la derogación de la Ley 9/1987, de 28 de abril, de 
Servicios Sociales; del Decreto 100/1998, de 26 de junio, por el que se regula la composición y 
funcionamiento de la Comisión Tutelar del Mayor legalmente incapacitado; del 
Decreto 93/2014, de 19 de septiembre, por el que se establecen los criterios para determinar 
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la capacidad económica de la persona beneficiaria del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia y su participación económica en el coste de los servicios, así como la 
determinación de la cuantía de las prestaciones económicas del sistema en la Comunidad 
Autónoma de Canarias; de los artículos 15 y 16 del Decreto 131/2011, de 17 de mayo, por el 
que se establecen las intensidades de protección de los servicios y los criterios para determinar 
las compatibilidades y las incompatibilidades entre las prestaciones de atención a la 
dependencia del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, así como de cuantas disposiciones de igual o inferior rango 
se opongan a lo establecido en la presente ley. 
 
Por último, las disposiciones finales se refieren al desarrollo y ejecución de la propia ley; a la 
modificación del marco legal que regula la Prestación Canaria de Inserción; a la modificación 
de la disposición adicional primera del Decreto 131/2011, de 17 de mayo; a la modificación del 
artículo 34 de la Ley 3/1996, de 11 de julio, de participación de las personas mayores y de la 
solidaridad entre generaciones; y a la fijación de la fecha de su entrada en vigor. 
 
Ver documento 
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